
REVISTA CATALANA DE DRET AMBIENTAL Vol. XVII Núm. 1 (2026): 1 – 25 
-Crònica- 

[DOI: http://dx.doi.org/10.17345/rcda.4491] 1 

 

JURISPRUDENCIAL AMBIENTAL EN ARAGÓN  

(PRIMER SEMESTRE 2026) 

 

PILAR LUCEA FRANCO 

Profesora Ayudante Doctora 

Universidad Complutense de Madrid 

 

SUMARIO: I. INTRODUCCIÓN. II. ENERGÍA. 1. Energías renovables y evaluación ambiental 
estratégica. 2. Energía eólica y declaración de impacto ambiental. III. GANADERÍA INTENSIVA. 
1. Distancias mínimas y prevalencia del régimen sectorial. 2. Ius variandi y motivación ambiental. 
IV. RÉGIMEN SANCIONADOR. 1. Comercio de derechos de emisión de gases de efecto 
invernadero. 2. Dominio público hidráulico. V. IMPUESTOS VERDES. 1. Imposición sobre 
hidrocarburos en cogeneración eléctrica. 2. Impuesto sobre las grandes áreas de venta. 
 
 

I. INTRODUCCIÓN 
La presente crónica recoge una selección de la jurisprudencia ambiental dictada 

por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 

Aragón durante el primer semestre de 2026. La muestra comprende nueve 

pronunciamientos articulados en ocho comentarios doctrinales distribuidos en 

cuatro ejes temáticos que reflejan las líneas de conflictividad jurisdiccional más 

activas del período: la implantación territorial de las energías renovables y el 

régimen material de la declaración de impacto ambiental en proyectos eólicos 

(eje II), la articulación entre el régimen sectorial de distancias mínimas a 

explotaciones ganaderas intensivas y la potestad urbanística municipal (eje III), 

el régimen sancionador en materia de comercio de derechos de emisión de 

gases de efecto invernadero y de dominio público hidráulico (eje IV), y la 

fiscalidad ambiental, tanto en su vertiente estatal armonizada como en la 

autonómica propia (eje V). 

El conjunto presenta varios rasgos transversales. En el plano interno, varios 

pronunciamientos consolidan líneas doctrinales del propio Tribunal Superior de 

Justicia de Aragón previamente inauguradas en períodos anteriores; y en el 
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plano externo, varios pronunciamientos articulan posiciones coordinadas con la 

doctrina de otros tribunales superiores de justicia (singularmente, con la 

Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña), del Tribunal Supremo, 

del Tribunal Constitucional y del Tribunal de Justicia de la Unión Europea. 

II. ENERGÍA 

1. Energías renovables y evaluación ambiental estratégica   

La Sentencia núm. 26/2026, de 19 de enero, de la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, Sección Primera 

(recurso 214/2024, ponente Excmo. Sr. D. Javier Albar García, 

ECLI:ES:TSJAR:2026:114), desestima el recurso interpuesto por la mercantil 

Energía Inagotable de Héctor S.L. contra el acuerdo del Consejo Provincial de 

Urbanismo de Zaragoza de 8 de marzo de 2024, por el que se aprobó 

definitivamente la Modificación Aislada núm. 1/2022 del Plan General de 

Ordenación Urbana de Ejea de los Caballeros. El pronunciamiento se inscribe 

expresamente en la línea ya inaugurada por la propia Sala respecto de una 

modificación aislada de objeto sustancialmente análogo en el municipio de 

Sabiñánigo, resuelta en los procedimientos ordinarios 225/2023, 297/2023 y 

226/2023 mediante sendas sentencias de 28 de noviembre de 2024, 7 de enero 

de 2025 y 6 de febrero de 2025. La continuidad doctrinal se hace patente en el 

propio fundamento jurídico primero, donde la Sala advierte que casi todos los 

argumentos invocados han sido ya resueltos en aquellos antecedentes, lo que 

convierte el pronunciamiento en pieza de consolidación de una doctrina 

aragonesa progresivamente consolidada sobre el control de los instrumentos 

municipales de ordenación de la implantación de renovables. 

La modificación aislada introduce en las Normas Urbanísticas del Plan General 

de Ordenación Urbana de Ejea de los Caballeros un nuevo artículo 10 bis que 

limita las instalaciones fotovoltaicas en suelo residencial, equipamiento, servicios 

e industrial a hipótesis de autoconsumo, compensación e incluso venta dentro 

de umbrales de potencia restringidos; añade un artículo 91 bis que prohíbe en el 

suelo no urbanizable especial las instalaciones de generación procedente de 

fuentes renovables salvo las de autoconsumo individual para uso agropecuario; 

reordena las categorías del suelo no urbanizable mediante la modificación del 
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artículo 80 y la introducción de un secano de interés paisajístico en el artículo 

92; e incorpora un artículo 98 bis que articula el régimen sustantivo de las 

infraestructuras de generación de energía eléctrica renovable en suelo no 

urbanizable mediante un denso entramado de criterios comunes y específicos. 

Los criterios comunes incluyen, entre otros, una banda de protección general de 

300 metros para las instalaciones eólicas a contar desde el límite del suelo 

urbano, bandas de uno y dos kilómetros en torno a los núcleos urbanos rurales 

y a la zona residencial de Ejea de los Caballeros respectivamente, y distancias 

específicas frente a carreteras, caminos, vías pecuarias y suelo no urbanizable 

especial. La recurrente articuló cinco motivos de impugnación, que la Sala 

desestima en su integridad con imposición de costas hasta un máximo de 1.500 

euros. 

El examen de los motivos puede ordenarse atendiendo a su importancia doctrinal 

en el ámbito ambiental, lo que sitúa en primer plano las cuestiones relativas a la 

evaluación ambiental estratégica, al principio de no regresión y a la distribución 

competencial. El primero de los motivos denunciaba la nulidad del acuerdo por 

haberse seguido el procedimiento de evaluación ambiental estratégica 

simplificada en lugar del procedimiento ordinario, con infracción del artículo 

12.2.b) de la Ley 11/2014, de 4 de diciembre, de prevención y protección 

ambiental de Aragón. La Sala admite que la modificación, por afectar a la 

regulación normativa del suelo no urbanizable y proyectarse sobre la materia 

energética, encajaría formalmente en uno de los supuestos legalmente 

sometidos al procedimiento ordinario, asumiendo además los datos cuantitativos 

aportados por la recurrente, según los cuales el suelo disponible para este tipo 

de instalaciones se reduce drásticamente tras la modificación, hasta 1.237,81 

hectáreas en términos efectivos. Lo relevante del razonamiento es, sin embargo, 

la lectura teleológica del instrumento de evaluación que la Sala desarrolla para 

desactivar el motivo: la evaluación ambiental estratégica se concibe en el artículo 

4.q) de la Ley 11/2014 como instrumento para analizar los posibles efectos 

significativos sobre el medio ambiente derivados de la aplicación de un plan que 

despliega una actividad positiva sobre el territorio; cuando la modificación, lejos 

de habilitar nuevos desarrollos, tiene por objeto precisamente limitar los efectos 

ambientales, paisajísticos y socioeconómicos derivados de la posible profusión 
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de un uso ya previsto, la finalidad protectora del instrumento de evaluación 

queda satisfecha sin necesidad de acudir al procedimiento ordinario, máxime 

cuando el órgano ambiental competente, el Instituto Aragonés de Gestión 

Ambiental, ha emitido informe ambiental estratégico favorable mediante 

resolución de 14 de diciembre de 2022. La construcción es doctrinalmente 

refinada y se completa con una observación que invierte la carga retórica 

habitual del principio de cautela: son normalmente los promotores de actividades 

ambientalmente más impactantes quienes invocan el procedimiento ordinario 

como herramienta de bloqueo, no quienes promueven una mayor protección 

ambiental. La Sala distingue además, con apoyo en la Sentencia del Tribunal 

Supremo núm. 962/2022, de 11 de julio, este supuesto del que dio lugar a la 

casación de su propia Sentencia 18/2021: allí no se había seguido un 

procedimiento simplificado en lugar del ordinario, sino que se había prescindido 

por completo de la evaluación ambiental, hipótesis sustantivamente distinta. 

El tercer motivo, particularmente relevante en materia ambiental, denunciaba la 

infracción del principio de no regresión. La construcción argumental de la 

recurrente partía de la presunción de interés público superior reconocida a las 

energías renovables por el artículo 3 del Reglamento (UE) 2022/2577 del 

Consejo, de 22 de diciembre de 2022, para sostener que la modificación, al 

restringir la implantación de estas instalaciones, supondría un retroceso 

ambiental no justificado. La Sala desactiva el argumento mediante una distinción 

de planos que merece atención doctrinal. El interés ambiental general que las 

renovables representan frente al empleo de energías fósiles cede, en su lectura, 

ante intereses ambientales más concretos (protección del cultivo tradicional, 

zonas de secano y regadío, paisaje) cuando estos cuentan con anclaje normativo 

específico, especialmente en la disposición adicional primera de la Ley 6/2023, 

de 23 de febrero, de protección y modernización de la agricultura social y familiar 

y del patrimonio agrario de Aragón, que prohíbe expresamente la implantación 

de plantas solares fotovoltaicas o parques eólicos en zonas con procedimiento 

de concentración parcelaria iniciado o con proyectos de modernización de 

regadíos declarados de interés general. La inversión argumentativa que la 

sentencia construye resulta especialmente significativa: el principio de no 

regresión, lejos de servir al promotor, sería invocable frente a su propia 
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pretensión, en la medida en que la inaplicación de las restricciones permitiría una 

proliferación concentradamente dañina para los valores agrarios y paisajísticos. 

La Sala configura así una doctrina del principio de no regresión netamente 

diferenciada según el ámbito territorial y competencial: el principio se 

desenvuelve en el ámbito concreto de cada materia y de cada administración, y 

no puede operar como argumento abstracto y omnicomprensivo que neutralice 

la potestad municipal de ordenación urbanística del territorio. 

El cuarto motivo, articulado bajo las categorías de desviación de poder e invasión 

de competencias autonómicas y estatales en materia de energía, denunciaba 

que el municipio habría utilizado torticeramente sus potestades urbanísticas para 

regular (y de facto prohibir) una actividad económica ajena a su ámbito 

competencial. El razonamiento de la Sala se construye sobre una distinción 

nuclear: la regulación introducida es puramente urbanística (límites, distancias, 

normas sobre superficies máximas, existencia de pasillos, ubicación en zonas 

de poco impacto visual) y no incorpora normas técnicas sobre producción 

energética que sí escaparían de la competencia municipal. La sentencia 

recuerda además que el artículo 25.2.b) de la Ley 7/1985 atribuye a los 

municipios competencias propias en medio ambiente urbano y que el artículo 84 

bis de la misma ley contempla la exigencia de licencias por razones de protección 

ambiental, de modo que la cuestión medioambiental no le es ajena al ámbito 

competencial municipal. La evaluación ambiental corresponde al INAGA y la 

aprobación definitiva del plan al Consejo Provincial de Urbanismo, lo que 

descarta cualquier extralimitación. Frente a la denunciada prohibición de facto 

de la actividad, la Sala observa que el suelo residual disponible tras la 

modificación, 12,3781 km², resulta comparable a la superficie útil de la 

Plataforma Logística de Zaragoza, lo que sitúa la restricción dentro del núcleo 

de facultades discrecionales de la administración. La doctrina encaja con la 

habilitación expresa que el artículo 2.l) del Decreto-Ley 1/2023, de 20 de marzo, 

de medidas urgentes para el impulso de la transición energética del Gobierno de 

Aragón, reconoce a las administraciones autonómicas y municipales para 

proteger los valores paisajísticos y los suelos agrarios estratégicos. 

Los motivos segundo y quinto, relativos a la ausencia del informe de impacto de 

género y la vulneración del principio de unidad de mercado, son desestimados 
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con apoyo en doctrina jurisprudencial consolidada: la Sentencia del Tribunal 

Supremo núm. 1762/2024, de 4 de noviembre, conforme a la cual el informe de 

impacto de género solo es preceptivo cuando la normativa autonómica así lo 

configura, y la doctrina del Tribunal de Justicia de la Unión Europea sentada en 

la Sentencia de 30 de enero de 2018, asuntos acumulados C-360/15 y C-31/16, 

que admite los límites territoriales al acceso a una actividad de servicios cuando 

se cumplen las condiciones de no discriminación, necesidad y proporcionalidad 

del artículo 15.3 de la Directiva 2006/123/CE. En particular, la Sala precisa que 

la presunción de interés público superior del artículo 3 del Reglamento (UE) 

2022/2577 opera en sede de autorización individualizada, no frente al desarrollo 

normativo urbanístico, y que el propio reglamento, promulgado con carácter 

temporal con ocasión de la crisis energética derivada de la invasión rusa de 

Ucrania, no resulta aplicable a procesos de elaboración normativa. 

De este modo, la Sentencia 26/2026 consolida varias líneas doctrinales de 

notable interés para el derecho ambiental aragonés. Reconoce expresamente la 

autonomía local urbanística para encauzar la implantación de las energías 

renovables siempre que los instrumentos respeten los parámetros sustantivos y 

procedimentales propios; admite el procedimiento de evaluación ambiental 

estratégica simplificada para modificaciones cuya finalidad sustantiva es la 

limitación de impactos ambientales potenciales, articulando una lectura 

teleológica del régimen de evaluación; construye una doctrina del principio de no 

regresión que rechaza su utilización abstracta por los promotores de renovables 

y reconoce la legitimidad de las restricciones territoriales destinadas a proteger 

valores agrarios y paisajísticos cuando cuentan con anclaje normativo 

específico, paradigmáticamente la disposición adicional primera de la Ley 

6/2023; y precisa los efectos del Reglamento (UE) 2022/2577 en términos 

restrictivos, descartando su invocación frente a procesos de elaboración 

normativa. El pronunciamiento refuerza la construcción doctrinal Sabiñánigo-

Ejea sobre el control de las modificaciones aisladas del planeamiento municipal 

aragonés en materia de renovables, doctrina llamada a completarse con los 

pronunciamientos pendientes sobre otros municipios cuya conflictividad 

jurisdiccional se halla en pleno desarrollo. 
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2. Energía eólica y declaración de impacto ambiental 

La Sentencia núm. 141/2026, de 9 de abril, de la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, Sección Primera 

(recurso 382/2024, ponente Ilmo. Sr. D. Javier Albar García, 

ECLI:ES:TSJAR:2026:546), se inserta en una línea jurisprudencial del propio 

Tribunal sobre los presupuestos materiales que condicionan la prórroga de la 

declaración de impacto ambiental en el marco de la Ley 11/2014, de 4 de 

diciembre, de Prevención y Protección Ambiental de Aragón. La Sentencia núm. 

14/2024, de 15 de enero, de la Sección Segunda (recurso 159/2021, 

ECLI:ES:TSJAR:2024:288), dictada respecto del «Dominio Castanesa» del 

Proyecto de Interés General de Aragón de ampliación de la estación de esquí de 

Cerler, había desestimado la pretendida pérdida de vigencia de una DIA 

formulada en 2010 al apreciar que no concurrían cambios sustanciales en los 

elementos esenciales de la evaluación originaria ni variación significativa de las 

circunstancias. La sentencia comentada aplica el mismo estándar al caso del 

parque eólico «Santos de la Piedra», con solución anulatoria al apreciar que sí 

concurren ambos vicios. El pronunciamiento se enmarca, además, en la doctrina 

europea que excluye las autorizaciones tácitas en presencia de procedimientos 

de evaluación previa exigidos por el Derecho de la Unión (SSTJUE de 14 de 

junio de 2001, asunto C-230/00, Comisión c. Bélgica, y de 6 de noviembre de 

2008, asunto C-381/07), hoy reflejada en el art. 43 de la Ley 21/2013, de 9 de 

diciembre, de evaluación ambiental, que prevé silencio desestimatorio para la 

prórroga de la DIA y exige ausencia de cambios sustanciales en los elementos 

esenciales de la evaluación previa. 

El acto recurrido por el Ayuntamiento de Pozondón es la Resolución del Director 

del Instituto Aragonés de Gestión Ambiental de 20 de diciembre de 2022, que 

prorrogó hasta el 7 de febrero de 2024 la vigencia de la DIA favorable formulada 

el 15 de enero de 2018 (BOA núm. 27, de 7 de febrero de 2018) respecto del 

proyecto de parque eólico «Santos de la Piedra» y su línea de evacuación, 

promovido por «Cyopsa-El Molino Energía Eólica, S.A.», en los términos 

municipales de Bronchales, Pozondón, Albarracín y Santa Eulalia del Campo. La 

caducidad de la DIA originaria operaba a los cuatro años, esto es, el 7 de febrero 

de 2022. El 23 de diciembre de 2021, la promotora presentó una modificación 
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del proyecto que sustituía los ocho aerogeneradores inicialmente previstos (de 

93 metros de altura de buje y 114 de diámetro de rotor) por cuatro de mayor 

envergadura (100 a 110 metros de buje y 158 de diámetro); el 13 de enero de 

2022 solicitó prórroga de la vigencia de la DIA. Tras informe negativo del INAGA 

de 21 de octubre de 2022, la promotora desistió de la modificación el 7 de 

noviembre, manifestando su intención de continuar con el proyecto original; pese 

a ello, el INAGA dictó la resolución de prórroga el 20 de diciembre de 2022. 

El análisis se articula en torno a dos ejes principales, la inoperatividad del silencio 

positivo y los vicios sustantivos de la resolución expresa, dentro de los cuales  

trataremos de forma prioritaria tres elementos: la naturaleza de las 

administraciones afectadas como interesadas a efectos del silencio, la 

calificación de fraude de ley en la presentación de una modificación sustancial 

como solicitud de prórroga, y la obligación de reevaluación por variación 

significativa de circunstancias normativas sobrevenidas.  

El primer elemento para analizar se desarrolla en el FJ 3º, que rechaza la 

producción de silencio positivo el 14 de marzo de 2022 sobre la base de dos 

razones autónomas. La primera atiende a la posición jurídica de los municipios 

afectados. La Sala interpreta el art. 34.4 de la Ley 11/2014 en el sentido de que 

los informes solicitados a las administraciones afectadas no constituyen informe 

técnico en sentido estricto, sino consultas a auténticos interesados cuyo 

concurso resulta estructuralmente exigido por el procedimiento. La consecuencia 

es que el silencio positivo no puede operar mientras no se haya completado el 

traslado a tales interesados dentro del plazo legal, pues la lógica del silencio 

como técnica protectora del solicitante frente a la indolencia administrativa no 

admite proyección a costa de la desprotección de terceros con interés 

cualificado. La construcción resulta doctrinalmente refinada, pues conduce a la 

inoperatividad del silencio positivo no por excepción legal expresa, sino por 

exigencia estructural del procedimiento mismo, y alinea el régimen aragonés 

(que conserva en el art. 34.5 de la Ley 11/2014 un silencio positivo formal) con 

el estándar europeo y con la regulación estatal del art. 43.5 de la Ley 21/2013. 

La segunda razón del rechazo del silencio opera en un plano sustantivo distinto. 

La Sala constata que la solicitud presentada el 13 de enero de 2022 no era 

propiamente una prórroga de la vigencia de la DIA, sino una solicitud de 
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cobertura ambiental para una modificación sustancial del proyecto evaluado en 

2018, lo que califica como fraude de ley. El sustento normativo se encuentra en 

el art. 4.k) de la Ley 11/2014, conforme al cual la DIA se formula respecto de un 

proyecto concreto («traje a medida», en expresión gráfica del Tribunal), de suerte 

que la alteración relevante de los parámetros esenciales del proyecto evaluado 

desactiva la pertinencia material de la prórroga. La consecuencia procedimental 

es que el eventual silencio positivo no habría podido limitarse a confirmar la 

prórroga aprobada en 2018, sino que habría supuesto la consagración tácita de 

una modificación sustancial del proyecto no evaluada en su contenido propio. La 

construcción impide la instrumentalización de la prórroga como cauce de elusión 

del procedimiento ordinario de evaluación de impacto ambiental. 

El segundo elemento se desarrolla en el FJ 4º B y se acopla con el anterior por 

vía argumental complementaria. La Sala razona que, aun aceptando que la 

solicitud sirviese para entender invocada dentro del plazo la vigencia de la DIA 

de 2018, la resolución expresa habría debido valorar las circunstancias 

normativas y fácticas existentes en el momento de la decisión, no las vigentes 

en el momento de la solicitud. Resulta decisivo en este punto el Decreto 

129/2022, de 5 de septiembre, del Gobierno de Aragón, por el que se crea el 

Listado Aragonés de Especies Silvestres en Régimen de Protección Especial y 

se regula el Catálogo de Especies Amenazadas de Aragón, en vigor desde el 15 

de septiembre de 2022, que reclasifica como en peligro de extinción a la alondra 

ricotí (Chersophilus duponti) y al sisón común (Tetrax tetrax), antes catalogadas 

como vulnerables conforme al Real Decreto 139/2011. La Sala vincula esta 

variación con el inciso final del art. 34.4 de la Ley 11/2014, que obliga al órgano 

ambiental a iniciar nuevo procedimiento de evaluación de impacto ambiental 

cuando las circunstancias tenidas en cuenta para realizar la evaluación originaria 

hubieran variado significativamente. La reclasificación de las dos especies 

sensibles afectadas por el parque eólico activa los deberes reforzados de 

protección configurados en los arts. 11 a 13 del Decreto 129/2022 (entre ellos la 

elaboración de planes de recuperación con definición de áreas críticas y la 

consideración expresa de la incidencia del proyecto sobre tales áreas en 

cualquier procedimiento de evaluación ambiental ulterior), lo que configura 

variación normativa significativa incompatible con una prórroga formal. 
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El tercer elemento, expuesto en el FJ 5º, opera con autonomía argumental y 

refuerza la solución anulatoria desde el examen retrospectivo de la DIA 

originaria. La Sala constata que la DIA de 2018 era genérica e insuficiente por 

tres razones cumulativas: no analizaba el diámetro de barrido de las aspas ni su 

incidencia sobre el efecto barrera para la avifauna esteparia; no valoraba 

adecuadamente la proximidad de 1,2 kilómetros a la ZEPA ES0000308 

«Parameras de Pozondón», hábitat objetivo de conservación de las dos especies 

sensibles afectadas; y no realizaba inventario y censo de fauna sensible en 

términos compatibles con las exigencias de motivación inherentes al concepto 

material de DIA que se desprende del art. 4.k) de la Ley 11/2014. El 

razonamiento extiende, en consecuencia, el escrutinio judicial más allá de la 

prórroga impugnada hasta los presupuestos materiales que en su día 

sustentaron la propia DIA originaria, planteamiento de proyección singular sobre 

proyectos de energía eólica próximos a espacios Red Natura 2000 con presencia 

de especies amenazadas. 

Los tres elementos analizados de la sentencia se alinean con una doctrina 

consolidada del Tribunal Superior de Justicia de Aragón sobre el régimen 

material de la prórroga de la DIA que puede formularse en tres líneas. La 

prórroga no opera por silencio positivo cuando concurren administraciones 

interesadas no llamadas al procedimiento dentro de los plazos legales, lectura 

del art. 34.4 de la Ley 11/2014 que aproxima el régimen aragonés a la doctrina 

del TJUE sobre proscripción de autorizaciones tácitas y al régimen estatal del 

silencio desestimatorio. La solicitud que bajo apariencia de prórroga de vigencia 

encubra una modificación sustancial del proyecto evaluado constituye fraude de 

ley y resulta inidónea para producir, ni por silencio ni por resolución expresa, el 

efecto pretendido. La variación significativa de las circunstancias normativas o 

fácticas sobrevenidas (en particular la elevación del nivel de protección de 

especies sensibles afectadas por el proyecto, conforme al Decreto 129/2022) 

excluye el mantenimiento formal de la vigencia y obliga a iniciar nuevo 

procedimiento de evaluación de impacto ambiental ex art. 34.4 in fine de la Ley 

11/2014. Las tres líneas, leídas conjuntamente con el estándar previamente 

fijado por la STSJ AR 288/2024, articulan una doctrina coherente sobre los 

presupuestos materiales que han de concurrir para el mantenimiento de la 
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eficacia de una DIA en proyectos de energía eólica con incidencia sobre 

espacios y especies protegidas. 

III. GANADERÍA INTENSIVA   

1. Distancias mínimas y prevalencia del régimen sectorial 

La Sentencia núm. 89/2026, de 26 de febrero, de la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, Sección Primera 

(recurso de apelación 70/2024, ponente Ilmo. Sr. D. Juan Carlos Zapata Híjar, 

ECLI:ES:TSJAR:2026:364), aborda una cuestión recurrente en materia de 

explotaciones ganaderas intensivas: la articulación entre el régimen sectorial de 

distancias mínimas a elementos ambientales y patrimoniales sensibles y la 

potestad urbanística municipal cuando el planeamiento local pretende reducir las 

distancias fijadas por la normativa sectorial. La singularidad del supuesto reside 

en que la distancia controvertida no protege un elemento ambiental en sentido 

estricto sino un yacimiento arqueológico, lo que sitúa el pronunciamiento en la 

intersección entre régimen ambiental aragonés, ordenación territorial y 

protección del patrimonio cultural. La Sala confirma la sentencia del Juzgado de 

lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de Zaragoza desestimatoria del recurso 

contencioso y consolida, en sede de apelación, una lectura del art. 21.5 del 

Decreto 94/2009, de 26 de mayo, del Gobierno de Aragón, por el que se 

aprueban las directrices sectoriales sobre actividades e instalaciones ganaderas, 

que configura la normativa sectorial como mínimo no reducible por el 

planeamiento urbanístico municipal. 

El supuesto enjuiciado tiene origen en la solicitud de ampliación de una 

explotación avícola en el término municipal de Botorrita (Zaragoza) hasta los 

72.000 broilers, sobre una explotación inicial de 36.000 broilers previamente 

autorizada por Decreto de Alcaldía de 24 de mayo de 2018. La denegación 

material descansa en la Resolución de Alcaldía 2020-092, de 2 de julio, que se 

posicionó en contra de la concesión de la licencia urbanística y ambiental por 

incumplimiento de la distancia mínima al yacimiento arqueológico romano «El 

Plano-Loma Castellana». El instrumento de planeamiento vigente es el PGOU 

de Botorrita de 2002, que no contiene previsiones específicas sobre distancias a 

yacimientos arqueológicos. La revisión de 2013, que sí contemplaba una 
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distancia de 100 metros, fue suspendida por Acuerdo del Consejo Provincial de 

Urbanismo de 7 de mayo de 2014 (expediente CPU 2013/132) y nunca ha 

alcanzado aprobación definitiva. Constan asimismo informe del INAGA 

declarando la incompatibilidad de la ampliación con las distancias al yacimiento 

y contestación del Consejo Provincial de Urbanismo de 17 de septiembre de 

2020 en idéntico sentido. 

El análisis que en estos momentos nos interesa lo articularemos sobre dos 

cuestiones. La primera, resuelta en el FJ 1º, atañe a la calificación procesal de 

la situación impugnada y opera como presupuesto técnico para entrar en el 

fondo. La segunda, desarrollada en el FJ 2º, constituye el centro del recurso y 

se refiere a la articulación entre el régimen sectorial de distancias mínimas y el 

planeamiento urbanístico 

La Sala despeja en primer lugar el encuadre procesal del supuesto. Frente a la 

pretensión del apelante de reconducirlo a la figura de la inactividad administrativa 

del art. 29.1 LJCA, el Tribunal confirma la calificación de instancia y entiende que 

se trata de un supuesto de desestimación presunta por silencio negativo de la 

solicitud de licencia. La distinción es esencial, pues el art. 29.1 LJCA presupone 

una obligación administrativa concreta de prestación derivada de norma, 

contrato o convenio, no asimilable a la mera falta de resolución de una solicitud 

de autorización sometida al régimen ordinario del silencio. La Sala precisa, no 

obstante, que el rechazo del cauce procesal del art. 29 no impide la entrada en 

el fondo, en cuanto la pretensión material del recurrente (obtención de la licencia) 

resulta enjuiciable al amparo de la impugnación de la desestimación presunta.  

La segunda cuestión por tratar se desarrolla en el FJ 2º y se construye sobre tres 

premisas argumentales sucesivas. La primera, es la determinación del régimen 

aplicable: en ausencia de previsión específica en el PGOU vigente de Botorrita 

y dada la inaplicabilidad de la revisión de 2013 por su suspensión y falta de 

aprobación definitiva, resulta de aplicación el apartado 12 del Anexo VII del 

Decreto 94/2009, en su actualización por la Orden DRS/330/2019, de 26 de 

marzo, que establece una distancia mínima de 200 metros para las 

explotaciones ganaderas respecto de yacimientos arqueológicos en defecto de 

previsión en el planeamiento urbanístico municipal. La segunda, versa sobre la 

articulación entre normativa sectorial y planeamiento: el art. 21.5 del Decreto 
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94/2009 establece expresamente que las ordenanzas y normas urbanísticas 

municipales podrán ampliar las distancias mínimas sectoriales o establecer otras 

más restrictivas, pero «nunca reduciéndolas». La Sala extrae de este precepto 

una regla de articulación clara: el régimen sectorial opera como mínimo no 

reducible por la potestad urbanística, que puede operar en sentido restrictivo 

(elevando las distancias o introduciendo limitaciones adicionales) pero no en 

sentido permisivo. Y la tercera, es la conexión con el régimen de licencia 

ambiental: la denegación se ve reforzada por el informe del INAGA contrario a la 

ampliación, que opera como informe preceptivo y vinculante conforme al art. 

33.3, 4 y 5 de la Ley 11/2014, de 4 de diciembre, de Prevención y Protección 

Ambiental de Aragón, cuya ausencia o sentido negativo impide la concesión de 

la licencia ambiental autonómica. 

La construcción mostrada hasta el momento se apoya, además, con cita expresa 

en la STSJ de Cataluña, Sección Tercera, de 12 de junio de 2019 (ROJ STSJ 

CAT 4999/2019, ECLI:ES:TSJCAT:2019:4999), que sustenta la legitimación 

material de la regulación urbanística adicional de distancias mínimas a 

explotaciones ganaderas en el deber de garantizar la compatibilidad del uso 

ganadero con los derechos vecinales a la salud y a un medio ambiente 

adecuado, con independencia de lo previsto por la normativa sectorial sobre 

distancias entre explotaciones. El pronunciamiento aragonés se alinea así con 

una orientación jurisprudencial con otros tribunales, que conceptúa las distancias 

mínimas a elementos sensibles como un suelo común que el planeamiento 

urbanístico puede elevar, pero no rebajar, en función del haz de intereses 

concurrentes (ambientales, sanitarios, patrimoniales) cuya protección las 

distancias instrumentan. 

La doctrina resultante de todo lo anterior puede formularse en torno a la 

condición de suelo regulatorio de las distancias sectoriales. Tales distancias, 

fijadas en el Decreto 94/2009 y en su actualización por la Orden DRS/330/2019, 

operan como mínimo no reducible por la potestad urbanística municipal, 

conforme al tenor expreso del art. 21.5 del propio Decreto. Los instrumentos de 

planeamiento que pretendan establecer distancias inferiores a las sectoriales 

resultan inaplicables, conclusión de particular alcance cuando tales 

instrumentos, como ocurre con la revisión del PGOU de Botorrita de 2013, no 
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han alcanzado aprobación definitiva o han sido suspendidos en sede de control 

autonómico. En presencia de un yacimiento arqueológico próximo a una 

explotación ganadera intensiva, la protección del patrimonio cultural queda 

canalizada por las distancias del régimen sectorial ambiental cuando el 

planeamiento no las recoja o las recoja de modo insuficiente, configurándose 

como protección de mínimos articulada con la licencia ambiental autonómica y 

con el informe preceptivo del órgano ambiental competente. 

2. Ius variandi y motivación ambiental 

El eje complementario de la regla doctrinal acabada de formular en el epígrafe 

superior se manifiesta cuando el planeamiento urbanístico municipal, lejos de 

pretender reducir las distancias sectoriales del Decreto 94/2009, las amplía con 

apoyo en motivación ambiental. La Sentencia de 17 de febrero de 2026 de la 

Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 

Aragón, Sección Primera, dictada en procedimiento ordinario 391/2023 

acumulado con el 474/2023 (ponente Ilmo. Sr. D. Juan Carlos Zapata Híjar, 

ECLI:ES:TSJAR:2026:276), aborda este otro lado del régimen al examinar la 

legitimidad de una modificación del Plan General de Ordenación Urbana de Bailo 

(Huesca) que amplía las distancias sectoriales aplicables a las explotaciones 

ganaderas intensivas con apoyo en motivación ambiental, frente a la alegación 

del único promotor afectado de instrumentación del planeamiento para impedir 

su proyecto. 

El supuesto enjuiciado se origina en la solicitud, presentada el 20 de julio de 

2021, de licencia de obras para la implantación en el término municipal de Bailo 

de una explotación de ganado porcino de recría de reproductoras con capacidad 

para 864 unidades de ganado mayor, sujeta a autorización ambiental integrada. 

La solicitud fue inadmitida a trámite por Resolución de Alcaldía de 22 de julio de 

2021, por falta del previo informe de compatibilidad urbanística preceptivo 

conforme a la Ley 11/2014, de 4 de diciembre, de Prevención y Protección 

Ambiental de Aragón, y al Decreto 94/2009. El subsiguiente informe de 

compatibilidad urbanística de 29 de julio de 2021 fue negativo, y el Pleno 

municipal de Bailo, por Acuerdo de 25 de septiembre de 2021, aprobó la 

suspensión del otorgamiento de licencias urbanísticas, ambientales y de 

actividad clasificada para nuevas instalaciones intensivas en todo el término 
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municipal por plazo de un año, conforme al art. 78 del Decreto Legislativo 1/2014, 

de 8 de julio, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el texto refundido 

de la Ley de Urbanismo de Aragón. Durante el período de suspensión se tramitó 

la Modificación nº 4 del PGOU de Bailo, aprobada inicialmente el 8 de enero de 

2022 y definitivamente por Acuerdo del Consejo Provincial de Urbanismo de 

Huesca de 2 de agosto de 2023, que reformó los arts. 233 y 243 del PGOU para 

incrementar las distancias mínimas a los núcleos urbanos (porcino: de 1,5 km a 

2,5 km, con 3 km en zonas de vientos dominantes; vacuno de leche: 600 m, con 

700 m en zonas de vientos dominantes), establecer un techo de 240 unidades 

de ganado mayor por granja porcina y un techo agregado de 1.000 unidades de 

ganado mayor para el conjunto del término municipal. El recurrente alegó la 

nulidad de los actos por falta de motivación de la modificación, abuso de derecho, 

desviación de poder y fraude de ley, sosteniendo que la reforma del 

planeamiento había sido instrumentada con la finalidad torcida de impedir la 

única explotación porcina proyectada en el municipio. 

De las cuestiones examinadas por la Sala, dos centran nuestro análisis: la 

suficiencia de la motivación ambiental como soporte del ejercicio del ius variandi 

municipal, abordada en el FJ 2º, y los requisitos probatorios para la apreciación 

de desviación de poder en modificaciones del planeamiento que afectan 

negativamente a un único promotor, abordados en el FJ 3º.  

La primera cuestión es desarrollada por la Sala a partir de la doctrina 

jurisprudencial consolidada sobre el ius variandi del planificador urbanístico. Con 

cita expresa de la STS de la Sala Tercera, Sección Quinta, de 16 de abril de 

2015 (recurso de casación 3068/2012), que reitera doctrina previamente 

formulada en las SSTS de 4 de diciembre de 2014 (casación 1527/2012), de 9 

de marzo de 2011, de 14 de febrero de 2007 y de 28 de diciembre de 2005, así 

como en las SSTS de 30 de septiembre de 2011 (casación 1294/2008), de 20 

de noviembre de 2012 (casación 6943/2010) y de 16 de diciembre de 2010 

(casación 5716/2006), el Tribunal recuerda que la potestad de revisión y 

modificación del planeamiento es discrecional, no condicionada por derechos 

adquiridos ni por compromisos convencionales anteriores de la Administración, 

y solo controlable jurisdiccionalmente por error, alejamiento del interés general, 

desviación de poder o falta de motivación adecuada. Sobre estas bases, la Sala 
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constata que la Modificación nº 4 del PGOU de Bailo aparece motivada en 

razones ambientales objetivas plenamente documentadas en el expediente 

administrativo y soportadas por la prueba practicada: la contaminación de los 

acuíferos por nitratos, particularmente acreditada por la experiencia del núcleo 

de Arrés y por informe del Instituto Aragonés del Agua; la inclusión de parte 

significativa del término municipal en zonas de la Red Natura 2000 (ZEPA y LIC); 

los informes del Instituto Nacional de Estadística sobre la evolución del empleo 

agroganadero en Aragón; la reciente aprobación de la Ordenanza municipal de 

vertidos agrícolas; y la calificación del porcino de cebo y del vacuno de leche 

como ganaderías más contaminantes en términos de aguas y de gases de efecto 

invernadero según los informes ministeriales sectoriales. La Sala vincula 

expresamente esta motivación ambiental con el ya citado art. 21.5 del Decreto 

94/2009, que autoriza a las ordenanzas y normas urbanísticas municipales a 

establecer las distancias mínimas sectoriales o ampliarlas, y con la ya citada 

STSJ de Cataluña, Sección Tercera, de 12 de junio de 2019, que conceptúa la 

regulación urbanística adicional de distancias como expresión del deber de 

garantizar la compatibilidad del uso ganadero con los derechos vecinales a la 

salud y al medio ambiente adecuado. 

La segunda cuestión se aborda en el FJ 3º a partir de la doctrina jurisprudencial 

sobre desviación de poder. La Sala invoca la STS de 1 de octubre de 2020 (ROJ 

STS 3319/2020, ECLI:ES:TS:2020:3319), que sintetiza la doctrina previa 

formulada en la STS de 16 de marzo de 1999 sobre los elementos característicos 

del vicio: ejercicio de potestades administrativas para fines distintos de los fijados 

por el ordenamiento jurídico, posibilidad de su concurrencia con otros vicios de 

nulidad del acto, dificultad probatoria que admite el recurso a presunciones con 

datos completamente acreditados y enlace preciso y directo según las reglas del 

criterio humano, y necesaria constatación objetiva de la disfunción entre el fin 

objetivo de la norma y el fin subjetivo instrumental perseguido por el órgano 

decisor. Se cita igualmente la STJUE de 14 de julio de 2006, caso Endesa, S.A. 

contra Comisión, conforme a la cual la desviación de poder concurre cuando 

existen indicios objetivos, pertinentes y concordantes de que el acto ha sido 

adoptado con el fin exclusivo o, al menos, determinante de alcanzar fines 

distintos de los alegados o de eludir un procedimiento específicamente 
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establecido. Aplicada esa doctrina al caso, la Sala rechaza la concurrencia de 

desviación de poder. La circunstancia, no negada por las administraciones 

demandadas, de que el recurrente sea efectivamente el único promotor que ha 

solicitado licencia para explotación ganadera intensiva en el municipio no 

permite, por sí sola, inferir la finalidad torcida de la modificación, en cuanto la 

doctrina jurisprudencial exige una prueba cumplida del vicio que no puede 

sustentarse en meras opiniones subjetivas, suspicacias interpretativas u oculta 

intención. Las declaraciones de los peritos practicadas en el proceso no 

desvirtuaron la motivación ambiental documentada en el expediente, ni el dato 

cuantitativo de un único afectado neutralizó por sí mismo la racionalidad 

sustantiva de una decisión planificadora amparada en razones objetivas de 

protección del medio ambiente, del patrimonio hídrico y de la salud pública. 

Todo lo analizado en el presente bloque, de forma conjunta sobre los dos 

pronunciamientos analizados, perfila el régimen jurídico de las distancias 

mínimas en explotaciones ganaderas intensivas como un sistema de doble 

vertiente. El régimen sectorial del Decreto 94/2009 y de la Orden DRS/330/2019 

fija un suelo regulatorio no reducible por la potestad urbanística, que opera como 

protección de mínimos cuando el planeamiento no contemple distancias 

específicas o pretenda fijarlas por debajo del umbral sectorial. Ese mismo 

régimen autoriza, sin embargo, su ampliación o agravamiento por la potestad 

urbanística municipal, conforme al tenor expreso del art. 21.5 del propio Decreto, 

en ejercicio legítimo del ius variandi del planificador. Tal ampliación resulta 

plenamente compatible con los principios del Derecho administrativo cuando se 

sustenta en motivación ambiental adecuada, documentada en el expediente y 

respaldada por informes técnicos sectoriales, sin que la afectación específica de 

la modificación a un único promotor permita, por sí sola, derivar el reproche de 

desviación de poder, en cuanto la doctrina jurisprudencial exige al respecto 

prueba cumplida y objetiva de la finalidad torcida del acto. El conjunto integra 

una doctrina coherente sobre el doble juego del régimen sectorial: protección de 

mínimos frente al planeamiento permisivo y soporte ambiental del planeamiento 

restrictivo, con sometimiento en ambos casos al control jurisdiccional ordinario 

en sus términos jurisprudenciales consolidados. 



P. Lucea Franco  RCDA Vol. XVII Núm. 1 (2026) 

 18 

IV. RÉGIMEN SANCIONADOR  

1. Comercio de derechos de emisión de gases de efecto invernadero  

La Sentencia núm. 65/2026, de 12 de febrero, de la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, Sección Primera 

(recurso 383/2023, ponente Ilmo. Sr. D. Juan Carlos Zapata Híjar, 

ECLI:ES:TSJAR:2026:251), aborda la impugnación de una sanción de 7.354.998 

euros impuesta por el Departamento de Agricultura, Ganadería y Medio 

Ambiente del Gobierno de Aragón a una mercantil con planta industrial en La 

Puebla de Albortón (Zaragoza) por el incumplimiento del deber de entrega de 

derechos de emisión de gases de efecto invernadero, conforme al art. 27.2 de la 

Ley 1/2005, de 9 de marzo, por la que se regula el régimen del comercio de 

derechos de emisión de gases de efecto invernadero. El pronunciamiento opera 

como cierre uniformador del criterio jurisprudencial sobre dos cuestiones 

recurrentes en materia de Régimen de Comercio de Derechos de Emisión de la 

Unión Europea (RCDE UE): el alcance de la causa de fuerza mayor alegada por 

la pandemia COVID-19 y la conceptuación de la sanción del art. 30.1.a) 4º de la 

Ley 1/2005 como sanción tasada de origen comunitario. La Sala asume 

expresamente el razonamiento de la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia 

de Cataluña núm. 648/2025, de 7 de febrero (ECLI:ES:TSJCAT:2025:648), 

recaída en litigio sustancialmente idéntico contra la misma empresa en relación 

con otra de sus factorías, en línea de coordinación jurisprudencial entre 

tribunales superiores de justicia. 

El supuesto enjuiciado tiene origen en la falta de entrega, antes del 30 de abril 

de 2021, de los 67.788 derechos de emisión correspondientes a las emisiones 

verificadas del ejercicio precedente. Tramitado procedimiento sancionador por el 

Servicio Provincial de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente de Zaragoza 

(expediente ZA/MAT/2022/1372), el Consejero de Agricultura, Ganadería y 

Medio Ambiente impuso por Orden de 5 de mayo de 2023 la sanción referida 

como infracción muy grave del art. 29.2.5º de la Ley 1/2005, confirmada por 

Resolución desestimatoria del recurso de alzada de 10 de julio de 2023. La 

recurrente alegó la concurrencia de fuerza mayor por imposibilidad de adquirir 

derechos en el mercado en el contexto pandémico y de la transición al período 

de comercio 2021-2030 del RCDE UE, así como la vulneración de los principios 
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de tipicidad y proporcionalidad por el aparente margen de elección que el art. 

30.1.a) atribuye a la administración entre las distintas sanciones legalmente 

previstas. 

De los motivos examinados por la Sala, dos centran el análisis: la consistencia 

de la fuerza mayor invocada como causa exoneradora, en el FJ 1º; y la 

conceptuación de la sanción en términos compatibles con los principios 

constitucionales de tipicidad y proporcionalidad, en el FJ 2º. 

La primera cuestión se despeja sobre una doble base argumental. La Sala 

asume el razonamiento de la STSJ de Cataluña núm. 648/2025 sobre la misma 

empresa, por motivos de seguridad jurídica y de coincidencia material en el 

criterio, remitiendo la argumentación técnica al cuerpo doctrinal allí elaborado. A 

continuación, sintetiza la doctrina general sobre fuerza mayor a partir de la 

jurisprudencia del Tribunal Supremo (SSTS de 11 de diciembre de 1974, de 23 

de mayo de 1986, de 31 de mayo de 1999 y de 23 de septiembre de 2004, 

recurso 6716/2000) y del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (STJCE de 

30 de enero de 1974, asunto 158/73, Kampffmeyer; STJCE de 12 de julio de 

1984, A. F., S.A. contra Comisión; y STJCE de 18 de marzo de 1993, Molkerei-

Zentrale Sued GmbH), de la que extrae los dos elementos definitorios de la 

fuerza mayor en materia sancionadora ambiental: la concurrencia de hechos 

imprevisibles o, si previsibles, inevitables, insuperables e irresistibles, siempre 

que la causa sea independiente y extraña a la voluntad del sujeto obligado; y la 

acreditación por el operador de la diligencia debida para evitar o mitigar las 

consecuencias. 

La aplicación al caso conduce a la desestimación de la alegación con apoyo en 

tres elementos convergentes documentados en el informe del Subdirector 

General de Mercados de Carbono de la Oficina Española de Cambio Climático 

de 22 de marzo de 2022. La pandemia COVID-19 no obstaculizó en abstracto el 

cumplimiento, como evidencia el dato de que solo 3 de las 122 instalaciones 

sujetas al régimen en Cataluña incumplieron la obligación, lo que sustrae a la 

situación pandémica el carácter de obstáculo irresistible exigido por la doctrina. 

La propia Comisión Europea aclaró en abril de 2020, en nota informativa 

específica, que el plazo del 30 de abril es un plazo establecido en la Directiva 

2003/87/CE no susceptible de excepción por la crisis del coronavirus. Y los 
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derechos efectivamente transferidos por la recurrente con posterioridad al plazo 

(el 28 de octubre de 2021) eran derechos válidos exclusivamente para el período 

de comercio 2021-2023, no aptos para cubrir las emisiones del período 2013-

2020, lo que excluye toda virtualidad reparadora de la transferencia tardía. La 

construcción perfila con precisión los contornos de la fuerza mayor en el régimen 

sancionador del RCDE UE: la imposibilidad alegada no opera con carácter 

sistémico, sino que requiere acreditación individualizada de su incidencia sobre 

el sujeto obligado y de la diligencia desplegada para evitar las consecuencias, 

en un sector en el que el cumplimiento generalizado opera como referencia de 

exigibilidad. 

La segunda cuestión atañe a la calificación jurídica de la sanción del art. 30.1.a) 

4º de la Ley 1/2005. La recurrente sostenía que la coexistencia en el art. 30.1.a) 

de cuatro tipos de sanción para las infracciones muy graves (multa entre 15.001 

y dos millones de euros, clausura temporal, extinción o suspensión de la 

autorización, y la multa específica de 100 euros por tonelada en exceso) atribuía 

a la administración un margen de elección vulnerando el principio de tipicidad, 

que se habría traducido en falta de proporcionalidad al imponerse la sanción 

específica del subapartado 4º en lugar de la multa graduable del subapartado 1º. 

La Sala rechaza el planteamiento sobre dos apoyos articulados. La sanción 

específica del art. 30.1.a) 4º está predeterminada y tasada: se impone en los 

supuestos previstos en el art. 29.2.5º (incumplimiento de la obligación de 

entrega), consiste en multa de 100 euros por tonelada emitida en exceso 

(cuantía actualizada conforme al Índice de Precios al Consumo Europeo ex art. 

30.3 de la propia Ley) y opera como transposición literal del art. 16.3 y 4 de la 

Directiva 2003/87/CE. La especialidad del subapartado 4º para el tipo infractor 

del art. 29.2.5º desactiva el aparente margen de elección: la conexión entre 

infracción y sanción está dada por la propia norma, sin que el catálogo plural del 

art. 30.1.a) opere alternativamente respecto de dicho tipo. 

Sobre el segundo apoyo, la Sala traslada al supuesto la doctrina constitucional 

sobre el control de proporcionalidad de las sanciones tasadas (SSTC 185/2014, 

146/2015, 60/2010, 219/2016 y 13/2021, así como ATC 145/2015), conforme a 

la cual tal control resulta limitado, en cuanto compete primordialmente al 

legislador (en este caso, al legislador comunitario) la determinación de los bienes 
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jurídicos protegidos, las conductas reprensibles y las cuantías sancionadoras. El 

órgano jurisdiccional se limita a verificar la ausencia de patente derroche inútil 

de coacción, sin reformulación en sede aplicativa de la cuantía legalmente 

determinada. Esta limitación se ve reforzada cuando la sanción es transposición 

directa de norma de Derecho derivado de la Unión, cuya cuantía resulta 

predeterminada con carácter uniforme para el conjunto de Estados miembros, lo 

que excluye de raíz el margen de modulación nacional. La operación 

sancionadora queda así reducida a una operación aritmética sin espacio para la 

graduación que la recurrente reclamaba. 

El pronunciamiento articula una doctrina con dos vertientes complementarias 

sobre el régimen sancionador del comercio de derechos de emisión de gases de 

efecto invernadero. Por un lado, la fuerza mayor por causa pandémica no 

constituye, en este sector, causa exoneradora de responsabilidad cuando el 

operador no acredita la incidencia individualizada de la circunstancia 

sobrevenida y el despliegue de la diligencia debida para mitigarla, 

particularmente en presencia de obligaciones de origen comunitario cuyo 

cumplimiento general por la mayoría de los operadores demuestra que el 

cumplimiento individual era exigible. Por otro lado, la sanción específica del art. 

30.1.a) 4º de la Ley 1/2005, en transposición literal del art. 16.3 y 4 de la Directiva 

2003/87/CE, actúa como sanción tasada de origen comunitario, no susceptible 

de graduación ni de control de proporcionalidad en sede nacional, sin que la 

coexistencia con otras sanciones del catálogo del art. 30.1.a) genere margen de 

elección administrativa respecto del tipo infractor del art. 29.2.5º. El 

pronunciamiento aragonés, articulado en línea con el criterio de la STSJ de 

Cataluña núm. 648/2025 sobre la misma empresa, consolida una orientación 

coordinada entre tribunales superiores de justicia en materia de régimen 

sancionador del RCDE UE. 

2. Dominio público hidráulico. 

La Sentencia núm. 133/2026, de 19 de marzo, de la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, Sección Segunda 

(recurso 788/2021, ponente Ilma. Sra. Dª María del Carmen Muñoz Juncosa, 

ECLI:ES:TSJAR:2026:529), aborda una cuestión recurrente en el régimen 

sancionador del dominio público hidráulico en cuencas compartidas: la validez 
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del ejercicio de la potestad sancionadora cuando la tramitación del expediente 

es realizada por una entidad de derecho público autonómica con personal 

laboral, en un modelo de articulación competencial Estado-Comunidad 

Autónoma en el que el organismo de cuenca estatal resuelve y la administración 

hidráulica autonómica instruye. El pronunciamiento se construye sobre el 

deslinde con la doctrina del Tribunal Supremo formulada en la Sentencia núm. 

1160/2020, de 14 de septiembre, dictada en el caso TRAGSATEC sobre 

proscripción de la encomienda del ejercicio sancionador a medios propios 

instrumentales, que la Sala considera inaplicable al supuesto enjuiciado. 

El supuesto se origina en la denuncia formulada el 11 de marzo de 2020 por el 

cuerpo de inspección de la Agencia Catalana del Agua, que constató, mediante 

comparación de las lecturas del contador de las captaciones de aguas 

subterráneas de la planta industrial de la mercantil en Amposta tomadas el 9 de 

octubre de 2018 y el 15 de octubre de 2019, un consumo de 489.077 metros 

cúbicos frente a los 379.995 metros cúbicos autorizados en la resolución 

concesional de la Confederación Hidrográfica del Ebro de 28 de octubre de 2016. 

Tramitado el procedimiento sancionador por la Agencia Catalana del Agua y 

resuelto por la Presidenta de la Confederación Hidrográfica del Ebro mediante 

Resolución de 1 de mayo de 2021, se impuso una multa de 17.738,55 euros y 

una indemnización por daños al dominio público hidráulico de 10.643,13 euros 

por infracción menos grave del art. 116.3 c) del Real Decreto Legislativo 1/2001, 

de 20 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Aguas. La 

recurrente alegó la nulidad de pleno derecho de los actos sancionadores por 

vulneración del derecho a un proceso con todas las garantías (art. 24.2 CE) al 

haber instruido el procedimiento una empleada de la Agencia Catalana del Agua 

sin condición de funcionaria, así como la concurrencia de estado de necesidad 

y la vulneración del principio de confianza legítima. 

De los motivos examinados por la Sala, uno centra nuestro análisis: la alegación 

de nulidad por vulneración del derecho a un proceso con todas las garantías, en 

cuanto plantea el deslinde con la doctrina del Tribunal Supremo sobre 

externalización del ejercicio sancionador.  

La Sala despeja la cuestión sobre la base de una doble articulación argumental. 

En el plano del deslinde con la doctrina del Tribunal Supremo, la sentencia 
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identifica con precisión los términos del caso TRAGSATEC. La STS núm. 

1160/2020 había confirmado la anulación de una sanción de la Confederación 

Hidrográfica del Guadiana porque el organismo de cuenca había encomendado 

a la mercantil estatal Tecnologías y Servicios Agrarios, S.A. (TRAGSATEC), filial 

de la Empresa de Transformación Agraria, S.A. (TRAGSA), la prestación de 

auxilio material y asistencia técnica en la tramitación de los expedientes 

sancionadores, al amparo de la disposición adicional 25ª del Real Decreto 

Legislativo 3/2011 (Texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público). 

El Tribunal Supremo declaró que la tramitación del procedimiento administrativo 

es esencial para la adopción de las decisiones de las Administraciones Públicas 

en el ejercicio de sus potestades públicas y debe ser realizada mediante los 

órganos de la propia Administración, sin que el ejercicio efectivo de las 

competencias pueda externalizarse a un medio propio instrumental, aun cuando 

este tenga la naturaleza jurídico-formal de mercantil estatal. 

En el plano de la calificación del supuesto enjuiciado, la Sala constata que el 

modelo de actuación de la Agencia Catalana del Agua responde a una lógica 

distinta. La Agencia Catalana del Agua es la autoridad que ejerce las 

competencias de la Generalitat de Cataluña en materia de aguas y obras 

hidráulicas conforme al art. 7 del Decreto Legislativo 3/2003, de 4 de noviembre, 

por el que se aprueba el texto refundido de la legislación en materia de aguas de 

Cataluña, configurada como entidad de derecho público con personalidad 

jurídica propia y plena capacidad de obrar. Sus competencias incluyen, en 

cuencas hidrográficas compartidas, la administración y control de los 

aprovechamientos hidráulicos, el ejercicio de la función ejecutiva de policía del 

dominio público hidráulico y la tramitación de los expedientes referidos a ese 

dominio, salvo el otorgamiento de concesiones (art. 8.2.b) del mismo Decreto 

Legislativo). Los actos de la Agencia dictados en ejercicio de sus funciones como 

poder público son actos administrativos (art. 9.1), y los dictados en ejercicio de 

la potestad sancionadora quedan expresamente sometidos a derecho público 

conforme al art. 33.1 del Decreto 86/2009, de 2 de junio, de aprobación de los 

Estatutos de la Agencia Catalana del Agua. El régimen laboral del personal de 

la Agencia (art. 10 del Decreto Legislativo 3/2003) no constituye obstáculo a la 

validez del ejercicio sancionador, en cuanto es la propia ley sectorial la que 
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atribuye las competencias a la entidad y configura el régimen de su personal, y 

la instructora aparece formalmente sujeta al régimen de recusación del art. 24 

de la Ley 40/2015. 

La diferenciación entre los dos modelos es la clave argumentativa del 

pronunciamiento. La STS 1160/2020 enjuiciaba una externalización del ejercicio 

competencial a un medio propio instrumental de naturaleza mercantil sometido 

al derecho privado; el supuesto aragonés se refiere al ejercicio competencial 

directo por una entidad pública autonómica, en el marco de la distribución legal 

de competencias en materia de aguas en cuencas compartidas. La doctrina del 

Tribunal Supremo no opera como obstáculo a la actuación examinada, porque 

su fundamento (la imposibilidad de que una administración deje de ejercer sus 

competencias y las transfiera a un medio propio instrumental) no se proyecta 

sobre un supuesto en el que ambas administraciones implicadas ejercen 

competencias propias legalmente atribuidas, con su propio personal y bajo el 

régimen jurídico-público que corresponde a sus respectivas funciones. 

En definitiva, el pronunciamiento articula una doctrina sobre el alcance de la STS 

1160/2020 en relación con el modelo de articulación competencial Estado-

Comunidad Autónoma en cuencas hidrográficas compartidas. La proscripción 

jurisprudencial de la externalización del ejercicio sancionador a medios propios 

instrumentales no se extiende al ejercicio directo de competencias propias por 

entidades de derecho público autonómicas a las que la ley atribuye 

expresamente la tramitación de los expedientes sancionadores en materia de 

aguas, aun cuando tales entidades cuenten con personal laboral, en cuanto el 

régimen jurídico de su actuación queda sometido a derecho público y los actos 

dictados en ejercicio de la potestad sancionadora gozan de la naturaleza de 

actos administrativos por mandato de la ley sectorial. El modelo de gestión 

sancionadora de las cuencas compartidas, en el que el organismo de cuenca 

estatal resuelve y la administración hidráulica autonómica instruye, queda así 

validado frente a impugnaciones fundadas en la doctrina del Tribunal Supremo 

sobre externalización, cuya proyección queda circunscrita a los supuestos de 

encomienda efectiva del ejercicio competencial a entes instrumentales 

sometidos al derecho privado. 
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V. IMPUESTOS VERDES 

1. Imposición sobre hidrocarburos en cogeneración eléctrica 

Las Sentencias núm. 15/2026, de 12 de enero (recurso 404/2021, ponente Ilmo. 

Sr. D. Emilio Molins García-Atance, ECLI:ES:TSJAR:2026:19), y núm. 33/2026, 

de 19 de enero (recurso 726/2022, ponente Ilma. Sra. Dª María del Carmen 

Muñoz Juncosa, ECLI:ES:TSJAR:2026:121), ambas de la Sala de lo 

Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, Sección 

Segunda, recaen en litigios sustancialmente idénticos. Las dos resoluciones se 

refieren a empresas del grupo SAMCA dedicadas a la extracción de gravas, 

arenas, arcilla y caolín para la industria cerámica («Minería y Tecnología de 

Arcillas, S.A.» y «Euroarce Minería, S.A.», respectivamente), ambas titulares de 

instalaciones de cogeneración alimentadas con gasóleo, y plantean la misma 

pretensión de devolución de cuotas del Impuesto Especial sobre Hidrocarburos 

soportadas entre 2013 y 2017 por contrariedad de la normativa nacional con el 

artículo 14.1.a) de la Directiva 2003/96/CE del Consejo, de 27 de octubre de 

2003, por la que se reestructura el régimen comunitario de imposición de los 

productos energéticos y de la electricidad. Ambos pronunciamientos resuelven 

la cuestión por aplicación directa de la doctrina del Tribunal Supremo formulada 

en la Sentencia núm. 1213/2024, de 8 de julio (recurso 4232/2021), reiterada en 

la Sentencia núm. 1391/2024, de 22 de julio, con estimación parcial del recurso 

y reconocimiento del derecho a la devolución de las cuotas correspondientes a 

los ejercicios no prescritos (2015-2017). 

El contexto normativo se origina en la supresión, por la Disposición Final 

Primera.2 y 3 de la Ley 15/2012, de 27 de diciembre, de medidas fiscales para 

la sostenibilidad energética, de la exención de los hidrocarburos destinados a la 

producción de energía eléctrica y a la cogeneración de electricidad y calor que 

contenía el artículo 51.2.c) de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos 

Especiales. La supresión se justificó en la Exposición de Motivos de la propia 

Ley 15/2012 mediante la genérica invocación de motivos medioambientales: las 

actividades de generación de electricidad a partir de combustibles fósiles 

constituirían grandes focos de emisión de gases de efecto invernadero, lo que 

justificaba someter el gasóleo en cogeneración al tipo de 29,15 euros por mil 

litros previsto en el epígrafe 1.16 del artículo 50 de la Ley 38/1992. El régimen 
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se mantuvo en vigor hasta el 7 de octubre de 2018, fecha en la que el Real 

Decreto-Ley 15/2018, de 5 de octubre, de medidas urgentes para la transición 

energética y la protección de los consumidores, reinstauró la exención. Las 

solicitudes de rectificación de autoliquidaciones se presentaron el 20 de febrero 

de 2019, lo que conduce a la prescripción de los ejercicios anteriores a 2015 

conforme al artículo 66 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 

Tributaria. 

De los motivos examinados por la Sala, dos centran nuestro análisis: el alcance 

de la exención obligatoria del artículo 14.1.a) primera frase de la Directiva 

2003/96/CE y los presupuestos sustantivos que permiten exceptuarla por 

motivos de política medioambiental conforme a la segunda frase del mismo 

precepto. La articulación argumental de la Sala se construye, en ambos 

pronunciamientos, mediante la reproducción sustancial de la fundamentación de 

la Sentencia del Tribunal Supremo núm. 1213/2024, apoyada a su vez en una 

jurisprudencia consolidada del Tribunal de Justicia de la Unión Europea 

integrada por la Sentencia de 7 de marzo de 2018, asunto C-31/17, Cristal Union 

contra Ministre de l'Économie et des Finances (ECLI:EU:C:2018:168), y la 

Sentencia de 22 de junio de 2023, asunto C-833/21, Endesa. 

La doctrina formulada por el Tribunal Supremo encadena tres pasos 

argumentativos sucesivos. En primer lugar, el artículo 14.1.a) primera frase de 

la Directiva 2003/96/CE constituye una exención directa y no voluntaria para los 

Estados miembros, suficientemente precisa e incondicionada, dotada de efecto 

directo vertical ascendente. En segundo lugar, la jurisprudencia del Tribunal de 

Justicia de la Unión Europea constituye acto aclarado sobre la materia, lo que 

excusa el planteamiento de cuestión prejudicial. Y en tercer lugar, los 

presupuestos materiales que permiten exceptuar la exención obligatoria por 

motivos de política medioambiental conforme a la segunda frase del mismo 

precepto son alternativos pero exigen la concurrencia de alguno de ellos: la 

existencia de un vínculo directo entre el uso de los ingresos y la finalidad 

medioambiental de la imposición, o la configuración estructural del gravamen 

(objeto imponible y tipo) de modo que influya en el comportamiento del 

contribuyente en sentido protector del medio ambiente. 
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La apreciación de que la supresión introducida por la Ley 15/2012 no satisface 

ninguno de los dos presupuestos descansa en una doble constatación. La 

recaudación del Impuesto Especial sobre Hidrocarburos se integra íntegramente 

en los Presupuestos Generales del Estado sin destino predeterminado de 

carácter medioambiental ni vinculación específica con la reducción de emisiones 

de CO2, lo que excluye el vínculo directo entre uso de los ingresos y finalidad 

ambiental. Y el tipo impositivo grava de manera proporcional según el volumen 

consumido, sin progresividad alguna que diferencie a quienes utilizan el producto 

intensamente de quienes lo emplean de forma marginal, con independencia de 

la tecnología o del tipo de planta industrial, lo que excluye la dimensión 

estructural del impuesto como instrumento de orientación de conductas. La 

invocación de criterios de política medioambiental en la Exposición de Motivos 

de la Ley 15/2012 resulta, en consecuencia, «aparente y formal». 

La aportación propia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón consiste en la 

extrapolación de esta doctrina, formulada por el Tribunal Supremo respecto del 

gas natural, al gasóleo empleado como combustible primario en cogeneración 

eléctrica. La fundamentación del Tribunal Supremo, aun referida al gas natural, 

se considera por la Sala extrapolable al supuesto del gasóleo empleado en la 

puesta en marcha y funcionamiento de las instalaciones de cogeneración en las 

que se obtiene electricidad y calor útil para la actividad industrial. La 

extrapolación se apoya en la equivalencia estructural del régimen impositivo del 

artículo 51 de la Ley 38/1992 entre ambos productos energéticos, sin que la 

mayor capacidad contaminante del gasóleo frente al gas natural altere el juicio 

sobre la inadecuación de la finalidad medioambiental invocada por la Ley 

15/2012 para mantener el gravamen. 

Los dos pronunciamientos articulan, en consecuencia, una doctrina de 

proyección general sobre el alcance del derecho a la devolución del Impuesto 

Especial sobre Hidrocarburos correspondiente al período comprendido entre el 

1 de enero de 2013 y el 7 de octubre de 2018. La doctrina del Tribunal Supremo 

sobre el carácter aparente y formal de la finalidad medioambiental invocada por 

la Ley 15/2012 se extiende al gasóleo en cogeneración con idénticas 

consecuencias prácticas que las predicadas para el gas natural: inaplicación de 

la norma nacional por contraria al Derecho de la Unión y devolución de las cuotas 
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soportadas en los ejercicios no afectados por la prescripción tributaria del artículo 

66 de la Ley 58/2003. La identidad sustancial entre las Sentencias 15/2026 y 

33/2026, recaídas en supuestos paralelos del mismo grupo empresarial con 

escaso margen temporal y formuladas por la misma Sección de la Sala, expresa 

la operatividad inmediata de la doctrina del Tribunal Supremo en el contencioso 

aragonés sobre fiscalidad energética. 

2. Impuesto sobre las grandes áreas de venta 

La Sentencia núm. 2/2026, de 7 de enero, de la Sala de lo Contencioso-

Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, Sección Segunda 

(recurso 130/2022, ponente Ilmo. Sr. D. Emilio Molins García-Atance, 

ECLI:ES:TSJAR:2026:36), aborda la impugnación de las liquidaciones y 

sanciones giradas por la Comunidad Autónoma de Aragón a la mercantil 

«Werkhaus, S.L., Sociedad Comanditaria Simple», titular del establecimiento 

comercial «Bauhaus» de Zaragoza, en concepto del Impuesto sobre Daño 

Medioambiental causado por las Grandes Áreas de Venta correspondientes a 

los ejercicios 2015, 2016 y 2017. La pretensión actora descansa en la solicitud 

de declaración de inconstitucionalidad de los artículos 21 y 22 del Decreto 

Legislativo 1/2007, de 18 de septiembre, del Gobierno de Aragón, por el que se 

aprueba el texto refundido de la legislación sobre los impuestos 

medioambientales de la Comunidad Autónoma de Aragón, por configurar a juicio 

de la recurrente una carga impositiva desproporcionada, confiscatoria y 

desconectada de la capacidad económica gravada por el impuesto. La Sala 

desestima el recurso íntegramente y confirma la resolución de 13 de enero de 

2025 de la Junta de Reclamaciones Económico-Administrativas de la 

Comunidad Autónoma de Aragón. 

El supuesto enjuiciado se origina con la inauguración del establecimiento el 25 

de junio de 2015. Mediante comunicación de 5 de diciembre de 2018 se inició 

procedimiento inspector que concluyó el 18 de diciembre de 2020 con tres 

acuerdos de liquidación definitiva y otros tres de imposición de sanción, por 

importe total de 901.780,39 euros (522.098,46 euros en liquidaciones e intereses 

y 272.681,93 euros en sanciones). Las reclamaciones económico-

administrativas interpuestas el 13 de enero de 2021 fueron acumuladas y 

desestimadas mediante la resolución impugnada. La actora sostiene la 
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desproporción del gravamen mediante comparación con el Impuesto sobre 

Grandes Establecimientos Comerciales catalán, regulado en distinta norma 

sectorial: la cuota anual del Impuesto sobre Daño Medioambiental aragonés se 

sitúa en 218.145,54 euros frente a una hipotética cuota del impuesto catalán de 

56.183,95 euros para una capacidad económica gravable que la recurrente 

sostiene como superior en Cataluña que en Aragón. 

De las cuestiones examinadas por la Sala, nos detenemos en dos: la 

constitucionalidad de la base imponible y del tipo de gravamen del Impuesto 

sobre Daño Medioambiental causado por las Grandes Áreas de Venta, abordada 

en los fundamentos jurídicos segundo y tercero, y la legitimidad de las sanciones 

impuestas conforme al artículo 191 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 

General Tributaria. 

La primera cuestión se desarrolla por remisión a la doctrina del Tribunal 

Constitucional formulada en la Sentencia 96/2013, de 23 de abril, dictada en el 

recurso de inconstitucionalidad núm. 3095-2006 interpuesto contra los artículos 

28 a 35 de la Ley de las Cortes de Aragón 13/2005, de 30 de diciembre, 

antecedente directo de los artículos 15 a 22 del Decreto Legislativo 1/2007 ahora 

impugnados. El Tribunal Constitucional declaró entonces la constitucionalidad 

del impuesto desde la triple perspectiva de la competencia autonómica para su 

establecimiento, el respeto del contenido esencial del derecho a la libertad de 

empresa del artículo 38 de la Constitución y la ausencia de obstáculo a la libre 

circulación de personas y bienes del artículo 139.2 del texto constitucional. El 

análisis de constitucionalidad descansaba en la calificación del impuesto como 

tributo extrafiscal de finalidad protectora del medio natural y territorial, articulado 

conforme a la noción de internalización de las externalidades ambientales y 

orientado a la corrección de las deseconomías externas generadas por la 

actividad comercial de las grandes superficies. La doctrina se completa, en el 

plano del Derecho de la Unión Europea, con la Sentencia del Tribunal de Justicia 

de 26 de abril de 2018, dictada en las cuestiones prejudiciales acumuladas C-

236/16 y C-237/16, planteadas por la Sala Tercera del Tribunal Supremo, 

conforme a la cual la regulación del Impuesto sobre Daño Medioambiental 

causado por las Grandes Áreas de Venta no constituye restricción de la libertad 

de establecimiento en el sentido de los artículos 49 y 54 del Tratado de 
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Funcionamiento de la Unión Europea, ni configura una ayuda de Estado en el 

sentido del artículo 107.1 del mismo Tratado. 

La aportación específica del pronunciamiento aragonés reside en el rechazo de 

los argumentos de la actora contra los preceptos concretos reguladores de la 

base imponible y del tipo de gravamen, que la doctrina constitucional anterior 

había abordado en términos generales, pero no específicamente referidos al 

método objetivo de cuantificación. La Sala razona, con apoyo en la propia 

doctrina del Tribunal Constitucional sobre los tributos ecológicos, que la 

utilización de la superficie comercial como unidad de medida no constituye un 

mero índice de capacidad económica que pretenda aproximarse a la facturación 

o al beneficio real, sino la propia magnitud expresiva del daño ambiental gravado, 

conforme a la configuración del impuesto en la Sentencia del Tribunal 

Constitucional 122/2012, de 5 de junio, y en la Sentencia del Tribunal 

Constitucional 96/2013. La comparación con el régimen catalán no resulta apta 

para desvirtuar la constitucionalidad del régimen aragonés, en cuanto el menor 

gravamen aprobado por el legislador catalán no comporta por sí mismo la 

incorrección del método de medición del tributo aragonés ni que su aplicación 

produzca resultados desproporcionados. La invocación de la Sentencia del 

Tribunal Constitucional 182/2021, de 26 de octubre, relativa al método de cálculo 

del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza 

Urbana, resulta improcedente: aquella doctrina se proyecta sobre métodos 

objetivos de cuantificación que pretenden aproximarse a la capacidad económica 

real del contribuyente, función que no opera en el Impuesto sobre Daño 

Medioambiental causado por las Grandes Áreas de Venta, donde la superficie 

comercial es la propia unidad contaminante de medida del daño causado. 

La segunda cuestión se aborda con menor desarrollo argumental por la Sala. 

Las sanciones impuestas conforme al artículo 191 de la Ley General Tributaria 

por dejar de ingresar las cuotas correspondientes a los tres ejercicios se 

confirman mediante remisión al razonamiento de los acuerdos sancionadores. 

La condición de sujeto pasivo del tributo no se produjo por un acto declarativo 

de la Administración, sino que derivaba directamente de la configuración legal 

del impuesto en la Ley de las Cortes de Aragón 13/2005 y en el Decreto 

Legislativo 1/2007. La conducta consistente en la ausencia total de 
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autoliquidación y de pago, sin que conste comunicación manifestando dudas 

interpretativas o solicitando aclaración a la administración tributaria autonómica, 

se califica como negligencia evitable que satisface el elemento subjetivo del tipo 

infractor, particularmente exigible a una mercantil que operaba ya en otras 

Comunidades Autónomas con tributos similares. La pendencia, al tiempo de los 

hechos, de recursos de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional y de 

cuestiones prejudiciales ante el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, no 

opera como circunstancia exoneradora del juicio de culpabilidad, en cuanto la 

mera existencia de impugnaciones contra una norma tributaria vigente no 

autoriza al sujeto pasivo a suspender unilateralmente sus obligaciones de 

declaración e ingreso. 

El pronunciamiento contribuye, en consecuencia, a la consolidación de la 

doctrina sobre la constitucionalidad y proporcionalidad del Impuesto sobre Daño 

Medioambiental causado por las Grandes Áreas de Venta como impuesto 

autonómico de finalidad extrafiscal verdaderamente protectora del medio natural 

y territorial. La articulación entre la base imponible objetiva por superficie 

comercial y la cuota progresiva del artículo 22 del Decreto Legislativo 1/2007 

responde a la naturaleza extrafiscal del tributo y queda amparada por la doctrina 

del Tribunal Constitucional sobre los tributos ecológicos. La eventual divergencia 

con el régimen catalán equivalente no autoriza la reformulación del impuesto 

aragonés en sede aplicativa, en cuanto la diversidad regulatoria entre 

comunidades autónomas constituye expresión legítima del ejercicio de las 

competencias tributarias propias dentro del marco constitucional y estatutario. La 

confirmación de las sanciones por aplicación del artículo 191 de la Ley General 

Tributaria refuerza la operatividad práctica del impuesto frente a conductas de 

incumplimiento generalizado del deber de autoliquidación. 

 

 


